
 
 

 
 

 

PLENARIA  

CAMARA DE REPRESENTANTES 

 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 295 DE 2020 CÁMARA, ACUMULADO CON 

EL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 430 DE 2020 CÁMARA Y CON EL 

PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NO. 468 DE 2020 CÁMARA “POR MEDIO DE LA 

CUAL SE MODIFICA LA LEY 270 DE 1996 - ESTATUTARIA DE LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

 

PROPOSICIÓN MODIFICATORIA 

 

Modifíquese el ARTÍCULO 44 el cual quedará así: 

 

ARTÍCULO 44. Modifíquese el artículo 98 de la ley 270 de 1996, el cual quedará así: 

 

ARTICULO 98. DE LA DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION 

JUDICIAL. La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial es el órgano técnico y 

administrativo que tiene a su cargo la ejecución de las actividades administrativas de la 

Rama Judicial, con sujeción a las políticas y decisiones de gobierno y de administración 

a cargo del Consejo Superior de la Judicatura. 

 

El Director Ejecutivo será elegido por la mayoría de los integrantes de la Comisión 
Interinstitucional de la Rama Judicial el Consejo Superior de la Judicatura de tres (3) 

candidatos postulados por la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial y tomará 

posesión ante el Presidente de la República. 

 

La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial contará con las siguientes unidades: 

Planeación, Talento Humano, Presupuesto, Informática, Asistencia Legal, 

Administrativa, Infraestructura Física, Contratación y las demás que cree el Consejo 

Superior de la Judicatura conforme a las necesidades del servicio. 

 

El Director Ejecutivo de Administración Judicial será el Secretario General del Consejo 

Superior de la Judicatura. 

 

El director tendrá un período de cuatro (4) años  



 
 

 
 

 

 

 

JUSTIFICACION 

Modifíquese el ARTÍCULO 44 que modifica el artículo 98 de la ley 270 de 1996 

 

Las expresiones y atribuciones tachadas constituyen elementos que desarticulan la estructura 

organizacional y funcional del Consejo Superior de la Judicatura, pues convierten a la Comisión 

Interinstitucional en otro órgano de autogobierno judicial, tal y como lo determinó la Corte 

Constitucional al declarar inexequible el artículo 15 y 16, incisos 2 y 6 del acto legislativo 2 de 

2015 en la sentencia 285 de 2016, donde expresamente se determinó:  

 

“…Únicamente la Comisión Interinstitucional se encuentra integrada por 

operadores de justicia, pero cuya labor no es la de gobernar ni la de 

administrar la Rama Judicial, sino la de servir de mecanismos de 

información recíproca entre las instancias judiciales, y la de servir como 

canal de comunicación entre el sector justicia y el gobierno [Consejo Superior 

de la Judicatura] y administración [Dirección Ejecutiva de la Rama Judicial) 

(arts. 96 y 97 L. 270/96).  

 

La racionalidad subyacente a esta diferenciación es múltiple. 

 

De una parte, como el autogobierno judicial es manifestación del principio de 

separación de poderes, y como a su vez este principio responde a la necesidad 

de evitar la concentración del poder en unos mismos órganos y funcionarios, 

así como a la de garantizar el equilibrio entre los poderes del Estado, la 

configuración del poder judicial se estructuró a partir de esta directriz, y en 

este entendido, el constituyente concluyó que los funcionarios encargados de 

administrar justicia no debían tener, simultáneamente, responsabilidades 

directas de gobierno y administración de la Rama Judicial.  

 

De igual modo, la diferenciación entre la actividad jurisdiccional y la gestión 

de la Rama Judicial se explica por la exigencia de imparcialidad y 

neutralidad en la conducción de la Administración de Justicia. Tal como se 

explicó en los acápites precedentes, la imparcialidad exige que las decisiones 

se adopten en función exclusiva de los intereses abstractos de la 

administración de justicia, y para ello, los gobernantes y administradores del 

poder judicial deben ser ajenos, tanto personal como institucionalmente, a los 

destinatarios de dicha gestión. Si las decisiones en el gobierno y 

administración del poder judicial son adoptadas por los mismos destinatarios 

de dicha labor, se pierden las condiciones para que ésta responda a los 

intereses abstractos de la administración de justicia, y por el contrario, la 

conducción de la Rama Judicial se estructuraría en función de las necesidades 

y expectativas de los mismos operadores de justicia que la manejan y conducen, 

o de las colectividades a los que éstos representan.  

 



 
 

 
 

Asimismo, la diferenciación entre la actividad jurisdiccional y el gobierno y 

administración de la Rama Judicial se deriva del principio de independencia 

interna, para evitar que la jerarquía funcional en la labor jurisdiccional se 

traslade o desplace al ámbito operativo, y para evitar, por consiguiente, que se 

configure una subordinación de los operadores de justicia frente a sus 

superiores funcionales” 

 

(…) 

 

“…8.6.3. Asimismo, como al principio de separación de poderes y funciones 

subyace la necesidad de garantizar la especialización de los organismos y 

funcionarios del Estado, con el objeto de asegurar la idoneidad y la eficacia 

en la actuación estatal, la atribución a unos mismos funcionarios de 

responsabilidades de distinta naturaleza termina por anular su capacidad 

para realizar con mediana seriedad los distintos roles que les fueron 

asignados. Piénsese por ejemplo, que a magistrados de la Corte Suprema de 

Justicia, Consejo de Estado y Corte Constitucional, ahora les corresponde no 

solo desarrollar la actividad jurisdiccional en el complejo escenario de una 

alta corte, sino también las funciones de dirección y administración que les son 

propias como presidente de la correspondiente corporación judicial,  y las 

funciones electorales, normativas, de gobernanza y de administración que 

tienen como miembros del Consejo de Gobierno Judicial, y que comprende 

labores tan disímiles como la conformación de listas de elegibles para integrar 

la cúpula del poder judicial, la aprobación del proyecto de presupuesto de la 

Rama a ser presentado al Gobierno Judicial, la determinación de las políticas 

públicas o la vigilancia de la gestión del Gerente. Claramente, un diseño de 

este tipo resulta incompatible con la idoneidad que debe guiar la actuación 

estatal.  

 

8.6.4. Finalmente, aunque el autogobierno judicial es un principio 

instrumental o funcional a la independencia de los jueces y magistrados, bajo 

el nuevo modelo la dependencia fáctica que existe entre los operadores de 

justicia y las instancias de gobierno y administración del Poder Judicial se 

traslada al ámbito jurisdiccional, porque cuatro de los nueve miembros del 

Consejo son también jueces o magistrados que participan en la determinación y 

manejo de las condiciones sustantivas de las que depende de la independencia 

judicial: el ingreso, la permanencia y el retiro de la carrera, el régimen 

salarial, el sistema de ascensos y traslados, la formación y capacitación, entre 

muchos otros. Lo anterior significa que bajo este diseño se suprime no solo el 

principio de autogobierno, sino también la independencia interna de los 

jueces y magistrados, en tanto los superiores jerárquicos en las distintas 

jurisdiccionales ejercen también la gobernanza judicial…” (subrayado y 

negrilla fuera de texto) 

 

 

Con fundamento en las consideraciones y decisiones adoptada por la Corte Constitucional en la 

sentencia de constitucionalidad, que hace tránsito a cosa juzgada, es diáfano concluir que las 



 
 

 
 

modificaciones referidas son abiertamente inconstitucionales con la estructura de auto gobierno de 

la rama judicial establecida por el Constituyente de 1991 y desarrollada en la Ley Estatutaria 270 

de 1996, por eso se solita efectuar los ajustes señalados en la presente proposición. 

 

En este orden de ideas conforme están concebidos estos artículos 35, 38, 43 y 44 de la ponencia 

para segundo debate en Cámara de Representante, se genera un desbarajuste del diseño 

institucional al asignarle funciones de gobierno y administración a la comisión interinstitucional 

desplazando al consejo superior de la Judicatura y a la dirección administrativa, con lo cual se 

desarticula el sistema de gobierno y administración de la rama judicial. 

 

 

 

 

Jorge Alberto Gómez Gallego 

Representante a la Cámara 
 


